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  *16590*   B-68825  "LOPES RODOLFO C/ CONCEJO DELIBERANTE DE BAHIA BLANCA S/ CONFLICTO ART. 196 CONST. PROVINCIAL"

La Plata, 11    de   octubre     de 2006.
AUTOS Y VISTOS

I. El señor Rodolfo Lopes, por derecho propio, acude a esta instancia por el andarivel fijado en los arts. 261 a 264 del decreto ley 6769/58, solicitando se suspenda la ejecución del acto del 24—VIII—06 dictado por el Concejo Deliberante de la Municipalidad de Bahía Blanca —mediante el cual se lo destituyó del cargo de Intendente que desempañara en dicha comuna—, ordenando su reincorporación al cargo que ocupara.

Solicita asimismo se dejen sin efecto los decretos del 24—VIII—06, del 10—VIII—06 y Nº 94/06, emitidos por el Cuerpo Deliberativo y por su Presidente, respectivamente.

 
Señala que el proceder del Concejo Deliberante municipal en la emisión de los mencionados decretos resulta violatoria del artículo 18 de la Constitución nacional; de los arts. 15, 18, 29, 159, 192 inc. 5º y 195 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, así como de los artículos 65, 66, 248 y 249 inc. 1º de la L.O.M..

II. A los fines de la remisión de los antecedentes del conflicto, líbrese oficio por Secretaría al titular del Departamento Deliberativo de la Municipalidad de Bahía Blanca, quien en el término de cinco (5) días deberá enviar a este Tribunal los antecedentes relacionados con los decretos de fecha 24—VIII—06, del 10—VIII—06 y Nº 94/06, emitidos por el Cuerpo Deliberativo de la comuna mencionada y por su Presidente, respectivamente (arts. 196 Const. Prov.; 261 y ss. decreto-ley 6769/58).

III. De la presentación efectuada, por la que se promueve conflicto en los términos del artículo 196 de la Constitución de la Provincia, y de la documentación acompañada a la misma, traslado por el término de cinco (5) días al Presidente del Concejo Deliberante de la Municipalidad de Bahía Blanca, a quien se cita para que dentro del aludido término comparezca a estar a derecho y lo conteste, bajo apercibimiento de lo que hubiere lugar (arts. 196, Constitución de la Provincia; 261 y 262, L.O.M.; 59, C.P.C.C.). Notifíquese por cédula.


IV. Cabe adentrarnos al tratamiento de la medida cautelar requerida en el apartado VI de la presentación inicial. 


     1. Desde antaño ha considerado esta Suprema Corte que su intervención, a tenor de lo establecido en el artículo 196 de la Constitución Provincial, instituida en miras del restablecimiento de la juridicidad vulnerada, debe tener presente que esta clase de conflictos involucran actos que se vinculan con el ejercicio de la representación que el pueblo ha conferido a los respectivos funcionarios involucrados (doct. causa B.44.585 "Marcos Paz", sent. de 27-07-65; "Acuerdos y Sentencias" 1965-II-755). 

 
    La citada disposición constitucional ha sido objeto de reglamentación a través de las normas contenidas en la Ley Orgánica de las Municipalidades, cuyo art. 261 establece que estos conflictos deben ser comunicados a este Tribunal, el cual "dispondrá que se suspenda la ejecución de las disposiciones controvertidas y la sustanciación del juicio" (art. 261 L.O.M., conf. mod. ley Nº 11.866). En modo congruente, el art. 263 bis, segundo párrafo, del mismo cuerpo normativo también asigna efectos suspensivos a la interposición del conflicto. Queda así estructurado el principio legal conforme al cual la sola presentación de este peculiar tipo de procesos conlleva la suspensión de los actos cuestionados.

      2. Bien es cierto que el criterio arriba referido, tal como lo ha precisado el Tribunal, reconoce excepciones, toda vez que en determinados supuestos éste podrá hallar mérito suficiente para no suspender la decisión impugnada (cfr. causa B-64.253, "Ghironi", res. de 17-07-02). Ello así por cuanto, según ha dicho más recientemente esta Corte, no cabe interpretar la norma del artículo 261 en un sentido mecánico o automático, coligiendo que la sola comunicación de la autoridad que aduce afectación en la esfera de su competencia trae aparejada inexorablemente la suspensión, en tanto, como todo arbitrio cautelar, requiere la necesaria ponderación de las circunstancias por el órgano jurisdiccional (doct. causas B-64.519 y acumulada B-64.471, "Fiscal de Estado c/Municipalidad de Mercedes", res. de 4-12-02; B. 68.114, “Aguirre”, res. del 9—III—05). 

        3. En los artículos 247 a 256 de la L.O.M., se regulan las sanciones aplicables al Intendente y los Concejales, así como los respectivos procedimientos de aplicación (Capítulo X, Dec. ley cit.), fijándose los requisitos a cumplimentarse tanto para el supuesto de suspensión preventiva como para el de destitución. 

        A su turno, el artículo 263 bis, primer párrafo, de la L.O.M. dispone: "Contra las decisiones del Honorable Concejo Deliberante adoptadas con arreglo al procedimiento normado en los arts. 247 a 256 (...) por la que se disponga la suspensión preventiva o destitución del Intendente Municipal o de cualquier otro concejal (...) procederá la revisión judicial por la vía del conflicto que prevé el art. 261 de la presente ley". Tras lo cual, el párrafo segundo agrega: "la promoción del conflicto suspenderá la ejecución de la medida adoptada, la que no hará ejecutoria hasta la resolución definitiva del mismo, o el transcurso del plazo para su interposición, el que será de cinco días" (art. 263 bis, L.O.M., según ley Nº 11.024). La "medida adoptada" objeto de la suspensión que esta norma prevé en el segundo párrafo, podrá constituir tanto la "suspensión preventiva" como la "destitución", toda vez que el precepto no establece distinción alguna entre ambas. Dado que éste es el sentido que naturalmente surge del enunciado normativo, es prudente estar a esa inteligencia de su letra, de la que no cabe prescindir cuando es clara y precisa (doct. causas B-53.795, "Bergez Dillon", sent. de 13-04-93; B-54.834, "D'Agosto", sent. de 06-12-94, "Acuerdos y Sentencias" 1994-IV-420; B-54.557, "Rolla", sent. de 22-IV-97, "Acuerdos y Sentencias" 1997-II-315, entre otras). 

 
     4. A lo expuesto, cabe añadir que una interpretación plausible de la expresión legal en cuestión, aplicada al ámbito de un procedimiento administrativo especial, debiera significar que, en caso de articularse un conflicto en tiempo y forma, la decisión adoptada por el Concejo —como regla general— no ha de surtir efectos hasta el pronunciamiento definitivo del cuerpo.

       5. Por ello corresponde hacer lugar a la solicitud cautelar del señor Lopes, suspendiendo los efectos del decreto de fecha 24—VIII—06, por el cual se lo destituyó de su cargo de Intendente de la Municipalidad de Bahía Blanca, hasta tanto se dicte resolución definitiva en este conflicto (arts. 196 Const. prov.; 263 y conc., dec. ley 6769/58).

Comuníquese por oficio al Concejo Deliberante para su cumplimiento, con copia de la presente.


Regístrese y notifíquese.




Francisco Héctor Roncoroni

POR SU VOTO


El señor Juez, doctor Soria, dijo:
1.
Adhiero al voto de mi colega el Dr. Roncoroni.

2.
Los artículos 261 y 263 bis de la Ley Orgánica de las Municipalidades confieren una protección especial a quienes promueven el conflicto municipal frente a determinados actos segregativos que afectan en manera transitoria (la suspensión preventiva) o permanente (la destitución) la continuidad en las funciones de los electos locales (intendentes y concejales), dado el mandato representativo que ellos poseen (cfr. B-66.400, “Intendente Municipal de General Lamadrid”, res. de 3-IX-03; B-65.860, “González”, res. de 3-IX-03; B-66.457, “Ostoich”, res. de 10-IX-03; B-68.087, “Lutteral”, res. de 15-XII-04, entre otras). 

Si bien, como se ha interpretado en tales precedentes, la neutralización de los efectos de la medida segregativa por la mera interposición del conflicto carece de la automaticidad que un examen literal de los textos autorizaría a sostener de allí que en algún caso se declaró por excepción que no había mérito suficiente para conferir esa eficacia suspensiva (cfr. causa B-64.253, “Ghironi”, res. de 17-07-02) y en otros su pronunciamiento fue diferido (B-68.087, “Lutteral”, de 1-XII-04; B-68.114, “Aguirre”, res. de 9-II-2005), no cabe duda que la L.O.M. ha consagrado una modalidad especial, que escapa a los cánones ordinarios relativos al control jurisdiccional de las decisiones emanadas de los órganos gubernativos (leyes, reglamentos, ordenanzas, actos administrativos, etc.). 

El sistema, sobre cuyo mérito no cabe expedirse en esta sede, tiende a asimilar las consecuencias de la interposición del conflicto a las propias de un “recurso” (rectius, pretensión impugnativa) con “efecto suspensivo”. Y en grado más tenue evidencia una función precautoria. Lo primero (que, por cierto, no conlleva una identificación con una vía estrictamente recursiva —de allí el sentido del entrecomillado—, toda vez que resulta claro que toda demanda del conflicto contiene una pretensión propiamente dicha que inaugura el proceso), surge del artículo 263 bis, en cuanto dice: “... [l]a promoción del conflicto suspenderá la ejecución de la medida adoptada ...”; lo segundo, está presente en el artículo 261, que exige un pronunciamiento del Tribunal bien que en forma imperativo, al establecer que la Corte “... dispondrá que se suspenda la ejecución de las disposiciones controvertidas”.

3.
El peculiar diseño dado por el Legislador (similar a algunos regímenes comparados [v. § 80.1. de la Ord. Proc. Adm. Alemana de 21-1-60, que asigna efectos suspensivos de pleno derecho a la interposición de la pretensión de impugnación de actos administrativos, salvo para determinados supuestos, y sin perjuicio del pedido de levantamiento que se confiere a la Administración] o al, más próximo, vigente en materia de control judicial de los actos del Tribunal de Cuentas, bajo la vigencia tanto del art. 32 de la ley 4.373, como del art. 36 de la ley 10.869 [según ley 12.008 reformado por ley 13.101]; v. causas B-49.635 “Magnanini”, res. 4-XII-84; B-49.943 “Otaduy”, res. 4-XI-86; B-63.785, “Malacrida”, res. de 24-IX-03; B-62.454, “Ruiz”, res. de 7-VII-04; B-63.759, “Teillagorri”, res. de 18-V-05), contrasta con el adoptado por la mayoría de los sistemas reguladores de la impugnación de la validez de las decisiones administrativas o de la constitucionalidad de normas legales y reglamentarias. 

Estos últimos se asientan en la fuerza ejecutoria que se atribuye a los actos controvertidos. Ello explica por qué aparece regulada en cada uno de ellos, en modo más o menos directo, la suspensión de los efectos del obrar cuestionado como medida perteneciente al capítulo cautelar (Arts. 22, 25 y concs., ley 12.008, texto según ley 13.101; 230, 232 en correlación con el Art. 683, del C.P.C.C.; 22, ley 7.166, con sus reformas). De tal forma, salvo que el órgano jurisdiccional acoja la tutela suspensiva que le sea requerida, la ejecución de los actos o normas impugnados no ha de ser detenido o enervado.

A la inversa, en el conflicto municipal las normas relegan a un plano secundario el cumplimiento de los actos impugnados; parten de y entonces dan primacía a la eficacia suspensiva que inicialmente asignan a la promoción del litigio (Arts. 261, 263 bis y concs., L.O.M.), lo cual determina que la denegatoria de esa cualidad y la consecuente admisión de la subsistencia de la efectividad de la suspensión o destitución de los electos locales, sólo resultarán, llegado el caso, de una expresa y, reitero, excepcional decisión judicial, dada en respuesta a la petición que formule en tal sentido el órgano comunal frente al cual se ha planteado la litis y en función de los elementos de convicción incorporados a la causa.

La diferencia entre ambos sistemas es relevante y fácilmente perceptible.

 
4.
En definitiva, presentado el conflicto local contra la determinación del Concejo y planteada la suspensión que prescribe la ley corresponde al Tribunal disponerla, a menos que del examen del escrito en que se la deduce resultare manifiesta su improcedencia; extremo que, vaya dicho, no aparece configurado en el sub lite (arg. Causa B-66.400, cit.). Ello, claro está, no enerva la posibilidad de resolver luego el cese de tales efectos suspensivos, por ejemplo, frente al planteamiento que fundadamente realizare la autoridad municipal requerida (extremo que prima facie valorado en la especie, de momento no aparece abastecido con el esquema argumental vertido en el escrito presentado por el Sr. Presidente del Concejo Deliberante con fecha 6 de septiembre del corriente).  

5.
Acordar a los citados preceptos de la L.O.M. la inteligencia antes señalada, al tiempo que respeta la voluntad legislativa, luce congruente con las características cautelares que pudieran atribuírseles. Es que, por un lado, las medidas precautorias deben pronunciarse y cumplirse inaudita parte (arg. Art. 198, C.P.C.C.) y, por el otro, tales providencias son provisionales, flexibles y mutables; pueden ser dejadas sin efecto o modificadas a consecuencia de la petición que se formulare en tal sentido o de un cambio de las circunstancias que las determinaron (arg. Arts. 202 a 204, C.P.C.C.).

6.
Con el alcance señalado y por las demás razones concordantes expuestas en el voto del Dr. Roncoroni, a tono con la jurisprudencia de esta Corte (cfr. causas B. 66.400, cit.; B. 65.860, cit.; B. 68.114, “Aguirre”, res. de 9—III—05), reitero mi adhesión a la solución que en él se propicia, sin que ello implique pronunciamiento alguno sobre la procedencia de la impugnación articulada en contra del obrar seguido por el Concejo Deliberante de la Municipalidad de Bahía Blanca, cuestión que corresponde dirimir en la sentencia de mérito.


Así lo voto.




Daniel Fernando Soria

POR SU VOTO


El señor Juez, doctor de Lázzari, dijo:


1. Adhiero a lo expuesto por el Dr. Roncoroni en los apartados I, II y III.


2. En relación a la medida cautelar que se peticiona en el capítulo VI de la demanda, sostengo que no cabe interpretar los arts. 261 y 263 bis de la Ley Orgánica de las Municipalidades en un sentido mecánico o automático, coligiendo que la sola presentación del afectado trae aparejada inexorablemente la suspensión del acto. Como todo arbitrio cautelar requiere la necesaria ponderación de las circunstancias por el órgano jurisdiccional. Remito, en este orden, a la cita de precedentes que formula el colega que se pronuncia en primer término.


Debo detenerme, sin embargo, en las sugerentes conclusiones a las que arriba quien lo sigue en el orden de votación, quien de alguna manera trasciende el marco puramente cautelar instalando la temática en la esfera de los recursos.


Adelanto mi discordancia con tal enfoque. Las controversias cuya dilucidación encomienda a esta Suprema Corte el art. 196 de la Constitución de Buenos Aires han sido reglamentadas por los arts. 689 y 690 del Código Procesal en lo Civil y Comercial. En el primero de esos textos se identifica cabalmente la naturaleza del instituto calificándolo como demanda. Se trata, procesalmente hablando, de la deducción de una típica pretensión, con una postulación inicial en la que se articulan las circunstancias de hecho y de derecho pertinentes proponiéndose además los medios probatorios conducentes, la que requiere sustanciación con la autoridad contra la que se acciona que de su lado podrá exteriorizar su resistencia en igualdad de condiciones.


Trastocar este claro esquema atribuyendo carácter de recurso a lo que es clara pretensión colisionaría abiertamente con las específicas atribuciones que ha conferido a este Tribunal el art. 161 de la Constitución de la Provincia. En efecto, los únicos supuestos en que la Suprema Corte posee jurisdicción recursiva están tipificados en los incisos 1º y 3º de dicho texto. Calificando la intervención del superior tribunal como jurisdicción de apelación, dicha norma ha delineado los únicos caminos que desde esa perspectiva existen, a saber, los recursos de inconstitucionalidad, de inaplicabilidad de ley y de nulidad. No hay en la Constitución —y por ende tampoco en el ámbito competencial de esta Corte— otra vía recursiva posible.


En función de ello, y de las notas diferenciales que presentan los recursos (vgr. las que atañen a los poderes del Tribunal, arts. 260, 272, 279, 289, 296, 299 y afines del Código Procesal en lo Civil y Comercial; o la excepcionalidad de recibir pruebas, art. 255 ídem, entre otras), no se perciben puntos de contacto entre un sistema de revisión y la pretensión incoada en autos aún cuando en ella se incluya una solicitud de tipo estrictamente cautelar.


3. En tales condiciones, adentrándome al examen de los extremos que posibilitan el dictado de una medida precautoria en el caso, advierto que según se indica en la demanda la casi totalidad de las imputaciones efectuadas al desempeño del demandante como Intendente de Bahía Blanca descansarían exclusivamente en las constancias recolectadas en la causa penal que se cita, proceso este último en el que el Tribunal de Casación habría invalidado todo lo actuado (Al respecto, sólo obra en autos una fotocopia simple de la que sería la decisión de dicho Tribunal, que como tal no depara posibilidad de conocimiento fehaciente).


Considero indispensable verificar tales extremos, para lo cual entiendo necesario que, en forma previa a la resolución de dicha cautelar, por Secretaría se requiera la remisión de la mencionada causa penal.


Así lo voto.







Eduardo Néstor de Lázzari

POR SU VOTO


El señor Juez, doctor Genoud, dijo:


I. El señor Rodolfo Lopes, mediante la acción fijada en los arts. 261 a 264 del decreto ley 6769/58, requiere ante este Tribunal la anulación del Decreto dictado por el Concejo Deliberante de la Municipalidad de Bahía Blanca -del día 24-VIII-06-, como también del Decreto del Presidente del citado cuerpo -nro 94/06-, a través de los cuales se dispuso su destitución como Intendente de la comuna mencionada.


Solicita, además, se lo reponga en el cargo que ocupaba como titular del Departamento Ejecutivo.


En tal sentido y a los fines de la prosecución de la causa, adhiero a lo expuesto por el señor Juez doctor Roncoroni en los puntos II y III de su exposición (arts. 196 Const. Prov.; 261, 262 y ss. decreto-ley 6769/58).

II. En lo que atañe al tratamiento de la medida cautelar requerida en el apartado VI de la presentación inicial, soy de la opinión que la misma deberá abordarse sobre la base de la doctrina mayoritaria de este Tribunal que emana de la causa B.64.253 “Ghironi”, res. del 17-VII-2002, debiendo ponderar –además de las referidas disposiciones de la L.O.M.- el cumplimiento de los presupuestos que impone el art. 230 y sigtes. del C.P.C.C. (conf. mi voto en la causa B.68.800 "Trama”, res. del 4—VIII—2006).


III. Sin perjuicio de ello, entiendo –al igual que el señor Juez doctor de Lázzari- que la fundamentación de la solicitud precautoria se encuentra estructurada, básicamente, en distintas situaciones actuadas ante la justicia penal, las cuales habrían sido descalificadas (punto VIII. 5 de la mentada presentación).


En tal inteligencia, no habiéndose agregado a esta causa el mentado expediente penal -cuya incorporación solicita el actor (v. punto X.2. del escrito inicial)- y en procura de garantizar el debido derecho de defensa del señor Lopes como así la justa ponderación de las constancias que alega en favor de su pretensión cautelar, juzgo que en forma previa a la decisión cautelar, por Secretaría deberá solicitarse la remisión de copia certificada de las indicadas actuaciones penales.


Así lo voto.




Luis Esteban Genoud

POR SU VOTO


El señor Juez, doctor Hitters, dijo:


I. Adhiero al desarrollo formulado por mi distinguido colega del primer voto, Dr. Roncoroni, en los puntos I, II y III.


II. En relación al tratamiento de la medida cautelar requerida en el punto VI del escrito de inicio, coincido con mis colegas preopinantes, Dres. Genoud y de Lázzari, sobre la necesidad de requerir, previo a su tratamiento, la remisión de copias autenticadas de la I.P.P. Nº 100.998 “Fiscal UFI nº 1 e/ I.P.P. Nº 98.042. Formula denuncia” (doct. causas B. 68.087 “Lutteral”, res. del 1—XII—04; B. 68.114, “Aguirre”, res. del 9—II—05).


Así lo voto.




Juan Carlos Hitters

POR SU VOTO


La señora Jueza, doctora Kogan, y el señor Juez, doctor Negri, dijeron:

I. Adherimos a lo expresado por el Dr. Roncoroni en los apartados II y III de su voto.

II. En relación a la medida cautelar solicitada en el capítulo VI de la demanda, y en atención a las particularidades del caso, proponemos diferir su tratamiento para una vez evacuado el informe requerido, puesto que la misma deberá ser tratada juntamente con la petición cautelar articulada el 5—IX—06 por el Concejo Deliberante de Bahía Blanca.

III. Sin perjuicio de lo expuesto, y por las consideraciones efectuadas en el apartado III del voto del Dr. Genoud, estimamos necesario que por Secretaría se requiera la remisión de copia certificada de las actuaciones penales.

Así lo votamos.

Hilda Kogan

   Héctor Negri

POR SU VOTO


El señor Juez, doctor Pettigiani, dijo:


I. Adhiero a lo expuesto por el señor juez doctor Roncoroni en los puntos I, II y III de su voto.


II. En lo que atañe a la medida cautelar solicitada en el escrito de inicio, resulta prudente destacar que este Tribunal, en oportunidad de considerar un pedimento análogo del aquí peticionante contra el acto del Concejo Deliberante que resolvió su suspensión preventiva, consignó —por mayoría— que debía tenerse presente tal requerimiento para una vez agregados a los autos los antecedentes pertinentes, a cuyo fin dispuso —en esa misma resolución— el libramiento de oficios por Secretaría (causa B. 68.751, res. del 12—VII—2006).


Motiva esta mención el hecho de que la materia sobre la que ha de versar el análisis de la presente cuestión guardaría estrecha relación con la ventilada en aquel proceso —y que aún se encuentra pendiente de resolución—, en tanto la medida cuya suspensión aquí se requiere habría sido adoptada en el marco del mismo procedimiento desarrollado ante el Departamento Deliberativo municipal en el que se dictó la decisión cuestionada en la causa B. 68.751. Importando, en rigor, la clausura del mentado trámite.


Tal circunstancia, asimismo, y según lo expresado por el Sr. Lópes en su postulación inicial, motivó el pedido de acumulación de ambos procesos (cap. IV.), demanda que reiteró a fs. 270/271 del aludido expediente B. 68.751.


Por otra parte, y coincidiendo en el punto con lo señalado por los colegas preopinantes, resultarían de particular trascendencia para decidir el tópico sobre el que cabe expedirse en esta instancia los antecedentes contenidos en la I.P.P. Nº 100.998 “Fiscal UFI nº 1 e/ I.P.P. nº 98.042 Formula denuncia”, por lo que corresponde requerir la remisión a este Tribunal de un juego de copias autenticadas de dichas actuaciones.


En definitiva, y atento los extremos apuntados, considero que el tratamiento de la medida cautelar deberá verificarse en oportunidad de darse cumplimiento a los recaudos que surgen del presente.


Así lo voto.




   Eduardo Julio Pettigiani


Por las razones expuestas, el Tribunal


RESUELVE:

I. A los fines de la remisión de los antecedentes del conflicto, líbrese oficio por Secretaría al titular del Departamento Deliberativo de la Municipalidad de Bahía Blanca, quien en el término de cinco (5) días deberá enviar a este Tribunal los antecedentes relacionados con los decretos de fecha 24—VIII—06, del 10—VIII—06 y Nº 94/06, emitidos por el Cuerpo Deliberativo de la comuna mencionada y por su Presidente, respectivamente (arts. 196 Const. Prov.; 261 y ss. decreto-ley 6769/58).

II. Conferir traslado por el término de cinco (5) días de la presentación efectuada, por la que se promueve conflicto en los términos del artículo 196 de la Constitución de la Provincia, y de la documentación acompañada a la misma, al Presidente del Concejo Deliberante de la Municipalidad de Bahía Blanca, a quien se cita para que dentro del aludido término comparezca a estar a derecho y lo conteste, bajo apercibimiento de lo que hubiere lugar (arts. 196, Constitución de la Provincia; 261 y 262, L.O.M.; 59, C.P.C.C.). Notifíquese por cédula.


III. Por mayoría, y previo al tratamiento de la medida cautelar solicitada, requiérase la remisión de copias certificadas de la I.P.P. Nº 100.998 “Fiscal UFI nº 1 e/ I.P.P. Nº 98.042. Formula denuncia”, a cuyo efecto ofíciese por Secretaría a la U.F.I. Nº 5 del Departamento Judicial de Bahía Blanca.


Regístrese y notifíquese.

Francisco Héctor Roncoroni

(en disidencia parcial)

 Daniel Fernando Soria
        Héctor Negri

(en disidencia parcial)


Juan Carlos Hitters
      Luis Esteban Genoud


Hilda Kogan
Eduardo Julio Pettigiani

Eduardo Néstor de Lázzari

Ricardo Ortiz

Secretario
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